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RELATORIA

Taller

Retos en materia de legislación sobre los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes en los países de la CRM y de protección de los derechos humanos de las víctimas

2-3 diciembre 2010 

San Salvador, El Salvador

Objetivos:

1) Analizar la legislación existente con relación a los delitos de Trata de Personas (TdP) y tráfico ilícito de migrantes en los países de la CRM, sus fortalezas y los vacíos que limitan una mayor y más efectiva persecución.

2) Recopilar y compartir buenas prácticas orientadas a fundamentar mejoras en la legislación en los países de la CRM, incluyendo la definición de estándares mínimos legales.

Anfitrión:

Gobierno de El Salvador

Participantes:
Delegaciones nacionales integradas preferiblemente por:

· Un/a (1) representante de las Direcciones de Migración

· Un/a (1) representantes del Ministerio Público o Fiscalía General de la República, especializados en la materia

· Un/a (1) representante de las Unidades Policiales Especializadas contra la TdP.

· Juez o jueza penal con experiencia en la persecución de casos de trata y tráfico

Organismos u organizaciones internacionales especializados en asuntos migratorios, trata de personas, tráfico ilícito de migrantes y protección internacional de refugiados: ACNUR / OIM / UNODC / Save the Children.

Organizadores:
Secretaría Técnica de la CRM en coordinación con los

Gobiernos de Canadá y El Salvador y el apoyo técnico de ACNUR, OIM y UNODC.

Con el propósito de generar una discusión preparatoria que aporte insumos para el Taller, el 1 de diciembre se llevará a cabo en el Salón Mesoamérica del Hotel Crowne Plaza, un conversatorio sobre “La coyuntura migratoria actual en la región y los riesgos asociados a los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes: “Retos para la modernización normativa”. Participarán expertos de los gobiernos patrocinadores y de las organizaciones internacionales, así como representantes de la sociedad civil.

La asistencia a este foro será opcional para los participantes en el taller. En la sesión inaugural del mismo, se hará un breve resumen de los temas discutidos en esta mesa redonda.

DIA UNO (2 de diciembre)

08:00 – 08:15
Sesión Inaugural  

· Representante del Gobierno de El Salvador.

· Representante del Gobierno de México en su calidad de Presidencia Pro-Témpore de la CRM.

08:15 – 08:30 
Resumen del conversatorio del día anterior 

08:30 – 09:30
Conferencia Magistral

Análisis comparativo de la legislación sobre la TdP en los países de la CRM y su aplicación: tendencias, fortalezas y limitaciones

Metodología:   Exposición – periodo preguntas y respuestas

Preside:
Delegación de El Salvador
Expositor:
Luis Fernando Centeno - OIM

09:30 – 10:00 
Refrigerio

10:00 – 12:30
Grupos  de trabajo
Grupo 1:
La tipificación penal del delito de la TdP l  y los retos para su aplicación efectiva.

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo.

Preside:   Delegación de Estados Unidos
Relatoría: Pedro José Cruz – UNODC

Grupo 2:  
Limitaciones procesales asociadas a la persecución del delito de trata de personas.

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo

Preside:    Delegación de Canadá
Relatoría: Delegación de República Dominicana 
12:30 – 13:30
Almuerzo

13:30 – 16:00
Grupos de trabajo
Grupo 3:
Avances y limitantes en la protección integral de VdT, testigos(as) y otras personas intervinientes en el proceso: ¿cómo avanzar?

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo

Preside:
Delegación de Nicaragua
Relatoría:
Delegado(a) de la RROCM
Grupo 4:
¿Leyes especificas o reformas normativas parciales sobre TdP?

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo

Preside:
Delegación de México
Relatoría:
Ana María Martínez Yerga - Save the Children

16:00 – 16.30
Refrigerio

16:30 -  17:30
Plenaria

Relatoría: Discusión de conclusiones y  recomendaciones Grupo 1

DIA DOS (3 de diciembre)

08:00 – 11:00
Sesión plenaria




Preside:   Gobierno de El Salvador

Relatoría: Discusión de conclusiones y  recomendaciones Grupo 2

Relatoría: Discusión de conclusiones y  recomendaciones Grupo 3




Refrigerio

Relatoría: Discusión conclusiones y  recomendaciones Grupo 4

11:00 – 12:30
Panel sobre tráfico de personas

· Tendencias globales y regionales de la migración general, de la migración irregular y del tráfico ilícito de migrantes. Respuestas de los gobiernos.  Abelardo Morales - FLACSO

· Análisis comparativo de legislación y normas referidas al tráfico ilícito de migrantes en los países de la CRM. Retos para la persecución del delito. Alexia Taveau – UNODC

· Intervención de ACNUR.

Metodología:   Exposiciones – preguntas y respuestas

Preside:
Delegación de Honduras
Relatoría:
Delegación de Panamá 

12:30 – 13:30
Almuerzo

13:30 – 15:30
Grupos de trabajo
Grupo 1:
Migración y tráfico ilícito de migrantes extrarregionales: ¿qué hacer al respecto?

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo

Preside:       Delegación de República Dominicana 

Relatoría:
Federico Martínez - ACNUR

Grupo 2:
Políticas públicas para la protección de los migrantes irregulares y la prevención del tráfico ilícito: ¿qué tenemos y qué se necesita?

Metodología:   Deliberación grupal sobre la base de guía de trabajo

Preside:
Gobierno de Panamá 

Relatoría:
Ana Hidalgo - OIM

15:30 – 16:00
Refrigerio

16:00 – 17:30
Sesión plenaria




Preside:
Delegación de Costa Rica 

Relatoría: Discusión de conclusiones y  recomendaciones Grupo 1

Relatoría: Discusión de conclusiones y  recomendaciones Grupo 2

17:30 – 18:30  Sesión de Clausura 
Preside:
Gobierno de El Salvador
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Conversatorio inaugural  “La coyuntura migratoria actual en la región y los riesgos asociados a los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes: “Retos para la modernización normativa”
Participantes: Pedro José Cruz (UNODC), Ana Hidalgo (OIM), Federico Martínez (ACNUR), Doris Rivas (Gobierno de El Salvador), Edith Zavala (RROCM)
Moderador y relator: Jorge Peraza-Breedy (Secretaría Técnica de la CRM)

El Conversatorio inició con una pregunta generadora de ideas sobre la perspectiva de refugio –¿cuándo la persona es una víctima de trata?–, y las limitantes del  estatus de refugio para la protección de víctimas y la restitución de sus derechos.  Aunado a lo anterior, se planteaba la interrogante de la aplicación de procesos de repatriación y cuándo sería realmente viable hacerlo.  En el debate también se subrayó la necesidad de establecer medidas de protección, en la esfera de lo migratorio, para personas que no están optando por un estatus de refugiado pero que, por las situaciones que ha vivido, requiere un nivel de apoyo –por ejemplo, un migrante abandonado por un traficante.
Se destacaba la importancia de crear redes de homólogos, a fin de que se puedan plantear acciones regionales, para que los mecanismos de coordinación sean realmente efectivos.  En ellos, se señaló también, deben actuar representantes de sociedad civil, para un alcance más amplio.

Se planteaba en la mesa la necesidad de precisar el delito que se está persiguiendo, particularmente las dificultades ante el tema de “trata laboral” y la “explotación laboral”.  Ello despierta la reflexión sobre ¿cómo investigarlo?, ¿cómo perseguirlo?  Particularmente difícil resultan los casos de “trata interna”, ya que se reconoció que se está ante un problema ideológico, en el cual se debe combatir una serie de prácticas que se dan por naturales en los países.  Otro tema que presenta un gran reto es la situación de “hombres adultos”,  debido a que de alguna manera ha prevalecido en el discurso y análisis la trata de mujeres.  En ese sentido, se ha identificado que los servicios que se han ido desarrollando para la atención de víctimas de trata no están listos para la atención de hombres.
Otro desafío presentado por la mesa de discusión tiene que ver con la caracterización del delito y entenderlo adecuadamente en su relación con el crimen organizado.  En otras palabras, hacer un esfuerzo para dejarlo de abordar desde un enfoque atomizado, sino en su relación con el crimen internacional organizado.  Se reconoce en ese sentido que hay poca investigación proactiva, casi siempre se parte de la denuncia, lo que hace que la carga de la prueba recaiga en las víctimas, quienes son muy susceptibles a los procesos.  De ello deriva que el “consentimiento” siga siendo clave para la judicialización de los casos, donde se valora si hubo engaño, coacción y beneficio económico, para probar que el delito se cometió.
A nivel legislativo, se destacó la importancia de contar con leyes específicas para combatir estos crímenes.  En ese sentido, se deben reconocer las dificultades que existen a nivel de la cultura institucional, que inciden muchas veces en leyes dispersas –en el ámbito migratorio o penal, sin un énfasis en protección y asistencia– o, como ha sido frecuente, leyes que han incorporado modificaciones parciales.  Debe haber un diálogo entre los cuerpos normativos que atiendan la especificidad con un enfoque de derechos humanos.  Justamente desde la esfera de los derechos, se deben establecer una serie de políticas de prevención y protección ampliada.
Se subrayó la necesidad de alcanzar un consenso en Centro América para la aplicación de los Protocolos de Palermo, traducido en leyes homologadas.  Es claro que las redes criminales inician el delito en un país y rápidamente transitan en otro, por lo que es fácil escapar de una penalización.  Aunado a esto, se debe enfrentar el problema que las millonarias ganancias que producen estos negocios, hacen que las redes dispongan de ingentes sumas para fomentar la corrupción y la compra de funcionarios públicos.   Se criticó que en la región se actúa de forma casuística con respecto a la investigación, dejando de lado el conocimiento de las estructuras criminales que operan y su relación con otros crímenes (por ejemplo, drogas, armas, blanqueo de capitales, delitos sexuales, entre otros).  Esto representa un desafío para la coordinación interinstitucional.

En las discusiones de la mesa con la audiencia, se pusieron en relieve otros temas que se puntean a continuación:

· Riesgos de las personas que han sido víctimas de trata a caer nuevamente en situaciones de trata si se retorna a su lugar de origen

· Establecer cuáles son los verdaderos vacíos que existen en la protección de víctimas, ¿se podría establecer un criterio de “interés superior de la víctima”? ¿Cómo se puede acompañar a las víctimas en los procesos judiciales?
· ¿Cómo impactan las políticas migratorias restrictivas en fomentar la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes? El negocio se hace más rentable.

· Pese al establecimiento de leyes y medidas de protección para las víctimas, en la realidad no existen recursos asignados para que las instituciones puedan resarcir a las personas.

· ¿Cuáles son los mecanismos de coordinación para ofrecer refugio en terceros países?

· ¿Qué medidas de protección consular se pueden activar para las víctimas?

· ¿Cuentan los albergues para víctimas con protocolos de seguridad?

· ¿Qué medidas se pueden tomar para “disuadir” la fuente de la demanda? –tanto en trata como en tráfico

· ¿Dónde están las potenciales víctimas? ¿Hay mecanismos para llegar a ellas y establecer acciones de prevención?

· Cómo establecer los ‘medios de prueba’, cuando en realidad las víctimas de abusos de traficantes no quieren participar de procesos dilatados de enjuiciamiento, solamente quieren llegar a su destino

· Aunado al punto anterior, cuáles pueden ser las pruebas alternativas, para evitar revictimizar

· Importancia de compartir información regional sobre casos (jurisprudencia) que han sido procesados efectivamente, a fin de que jueces y fiscales puedan familiarizarse de mejor manera con la naturaleza de este tipo de crimen y las mejores maneras de intervenir

· Los retos que conlleva la trata doméstica en términos de acceder a sistemas de protección –limitaciones inherentes a visas humanitarias o refugio.

INFORMES TRABAJO GRUPAL

	RELATORIA GRUPO No. 1

	La tipificación penal del delito de la Trata de personas y los retos para su aplicación efectiva

	Pregunta No. 1: 

¿Consideran que la fase (transporte y/o traslado) debe eliminarse en la tipificación del delito de TdP para mejorar su efectividad?



	Posturas en contra de eliminarlo
	Posturas a favor

	· Se debe reforzar la comprensión de los verbos rectores para ayudar a la calificación del delito, tomando en cuenta que muchas veces los verbos rectores no son bien entendidos. Más allá de asuntos gramaticales el desafío está en la utilización efectiva de los verbos.

· El transporte y el traslado no son equivalentes, el traslado abarca el transporte.

· Aunque gramaticalmente de acuerdo al diccionario de la Real Academia Española los preceptos “traslado y transporte” tienen el mismo significado, es importante dejarlos implícitos en los tipos penales de aquellas legislaciones que los tienen, y los países que no los tengan implementar su incorporación, porque el traslado o transporte implica la movilización de las víctimas de un lugar a otro dentro del mismo territorio del Estado, o de un Estado a otro, dándole la connotación de Delincuencia Organizada Transnacional, como lo afirma el Protocolo de Palermo. 

· Se debe tener presente que para los redactores del Protocolo “transporte y traslado” si implican conceptos diferentes.

· Desde el punto de vista normativo se debe considerar el traslado para que la investigación tenga elementos de referencia. Si se omite el traslado consecuentemente el delito deja de existir en cuanto a esa hipótesis.

· Los aspectos normativos son el marco de referencia para los procesos de investigación. La cuestión táctica no deriva del tipo penal normativo, sino del proceso investigativo.

· El traslado debe ser considerado como verbo rector en tanto permite demostrar el desarraigo, y ayuda a visibilizar la Trata interna, en materia de Trata internacional es una de las plataformas básicas para el reclutamiento y el desarraigo; lo que brinda mejores elementos a los fiscales sobre todo en la fase de la investigación. Por ende, debe subsistir el delito penal desde el punto de vista del traslado como un marco de referencia para los procesos investigativos. 

· Las omisiones de estos verbos rectores podrían significar algunos obstáculos. Nutrir la normativa ayuda a evitar la impunidad, permite actuar de acuerdo a la interpretación de tipos más amplios, y reduce las posibilidades de riesgos al momento de calificar el delito. 

· “Traslado y transporte” deben incorporarse en los tipos básicos del delito de Trata de personas; porque son alternativas que adoptan los operadores de justicia, de acuerdo a los actos perpetrados por el sujeto activo, así como los otros verbos rectores que aparecen en otras legislaciones como la captación, reclutamiento, entre otros.

· La Trata es un delito de crimen organizado, implica la participación de una cadena de personas participando en el delito. Se puede solicitar una sanción por cada acción ilícita, esto da la oportunidad de juzgar a la cadena. Los que realizan el transporte son parte de esa cadena.

· Se debe tener presente que en el tipo penal de Trata no tienen que concurrir todos los verbos rectores para calificar el delito. Se entiende que son acciones alternativas, y que no hay necesidad que se cumplan en su totalidad. Sobre esta base, no es necesario eliminar esta fase, o excluir estos verbos rectores, lo que sí debe ser de especial atención, son los conceptos aplicados para acreditar el delito, precisarlos para seguridad jurídica. Un glosario con estos términos sería una herramienta importante.

· Costa Rica considera que por principio de legalidad los verbos son el núcleo del tipo penal, al reducirlo a “captar” se corre en riesgo de no poder procesar al sujeto activo involucrado en la fase de transporte o traslado, una cosa es lo que en el medio de la investigación empieza a madurar como concepto, los verbos deben permanecer en las legislaciones que los tienen, y las que no procuren ampliar los verbos que den detalle y vocablos que permitan evidenciar muchas de las acciones. 

· En el caso de la ley de República Dominicana, penaliza de manera similar la Trata y el tráfico ilícito de migrantes, la primera con una pena de 5 a 20 años de cárcel más multas; la segunda, con una pena de 5 a 15 años más multas. Considerando que a veces no se cuenta con todos los elementos de prueba para calificar el delito de Trata de personas, pero si el tráfico ilícito, para ellos es indispensable que se conserven ambos verbos rectores.

· México recomienda prestar atención en la utilización de la “y/o”, teniendo presente que dicha connotación determina parámetros de “coexistencia o no” de ambos verbos rectores, en el caso de que se utilice “y” inferiría una connotación acumulativa, contrario a la utilización de la “o” o de la “,” que da pie a que se cumpla o no dichos verbos rectores, por lo que sería más recomendable la utilización de la “o” lo cual implicaría diferencias considerables en términos gramaticales y procesales. Una opción por considerar sería adherirle a la tipificación “siempre y cuando se cumpla uno o todos de los presupuestos que contiene el delito”.

· Por parte de El Salvador reconocen la inquietud de México, entienden los problemas en materia interpretativa. La idea es que todas las conductas queden comprendidas, consideran importante conocer los marcos de las recomendaciones de países como Europa y EUA, recomiendan que se ponga énfasis en que los verbos sean de interpretación alternativa, sumado a ello la puesta en marcha de actividades de capacitación para los operadores jurídicos es un punto de partida significativo, esto ayudaría a mejorar la comprensión de los tipos penales, un actividad en particular nos remitiría a generar debates entre jueces a nivel regional.


	· En la mesa se hizo la aclaración que la pregunta consideraba las recomendaciones que en debates recientes en Canadá, EUA, bloque norte de Europa, aducen la posibilidad de eliminar esos verbos rectores (transporte y traslado), en dicho caso el tipo penal debería considerar la captación de personas para la explotación. Sin embargo, se debe considerar que la trata de personas es un delito que se puede consumar en cualquiera de sus fases.

· Un ejercicio oportuno pasa por evaluar el contenido de algunas tipificaciones ya existentes, la de Costa Rica por ejemplo tiene implícito el desplazamiento. Por lo que pasa inadvertido el uso de “transporte y traslado” en la tipificación.

· En Trata muchas veces la víctima no se mueve de algún lugar, eso conlleva una interrogante sobre la necesidad de que se dé o no el traslado. Para algunos policías y operadores de justicia les implica desventajas al momento de interpelar al juez. 

· Para el caso de República Dominicana la tipificación del delito contempla la definición taxativa del Protocolo de Palermo. En los casos de víctimas que no han sido trasladadas se califica en grado de tentativa. 

· La tentativa implica una fase externa del delito. Son pocas las legislaciones que ocupan en delitos de peligro / peligro abstracto.  

· Los problemas en el proceso judicial se presentan por las apreciaciones que tienen ciertos jueces, considerando que hay conceptos de naturaleza discrecional judicial lo que muchas veces causa confusiones. En un caso concreto de Guatemala la fiscalía adujo “transporte” y posteriormente “traslado” en la misma causa, el tribunal consideró que la utilización de ambas terminologías en la línea del caso generaba inseguridad jurídica al tipo penal.

· México advierte que los resultados de talleres como éste representan insumos para determinar cambios en cada país, sobre esta base considera que es oportuno proponer la eliminación de ambos verbos rectores. Consideran que no todas las personas que participan en los procesos tienen la comprensión de la Trata, parte del debate se ha centrado en si el tipo penal no es la explotación, si se queda de lado el bien jurídico, o que es lo que se identifica como peligro para la gente, como es que se evidencia una conducta típica que lesiona a un bien jurídico. Bajo estas connotaciones, lo más efectivo para los países es impactar en lo que más preocupa, para ello poner énfasis en la captación para la explotación, sin importar ¿cómo? se haga ésta.



	Otros comentarios:

	· Un elemento a considerar es el rol de los diversos actores intervinientes dentro del tratamiento de la Trata, en esta línea se debe tomar en cuenta el rol de los legisladores que al final son los que están analizando y aprobando las leyes. 

· Una recomendación específica, pasa por posibilitar la homogenización de la tipificación del delito en la región, considerar tipos penales similares, tomando en cuenta elementos que faciliten la calificación del delito, que permita afianzar la persecución, y la cooperación regional dada su esfera transnacional, en este orden de ideas facilitar figuras como la extradición.

· El ánimo de lucro es una figura que está siendo contemplada en algunas legislaciones, sobre este presupuesto se aduce que en legislaciones como la de El Salvador ha significado un obstáculo, considerando que los tratantes saben cómo evadir dicho presupuesto, se recomienda que el foco de atención sea el bien jurídico protegido, en tanto la Trata no siempre tiene una finalidad económica.

· La OIM publicó un glosario sobre terminología en esta materia, un ejemplar del mismo más un CD, se entregó a cada delegación. 

· Se explicó que la CRM no es un proceso vinculante para los Estados miembros, los resultados de éste taller se integrarían como parte de recomendaciones sobre este tema, para ello se ha contemplado estructurar  un documento de “memoria”, que permita evidenciar un mapeo de la situación actual de los diversos países, con sugerencias y recomendaciones para buscar la homologación de las leyes en los países; dada su naturaleza no vinculante de la CRM, la toma de decisiones se hace por consenso, las resoluciones pueden tener un marco amplio, y ahondar los en pro y los contra sobre la base de un sentir generalizado. Lo que se busca es que los Estados determinen tendencias para tomar las decisiones más favorables.



	Pregunta No. 2:

¿Consideran que es indispensable tipificar los fines de la trata como tipos penales independientes para garantizar una persecución efectiva?  

	Posiciones a favor de tipificar los fines

· Es necesario que las modalidades establecidas en el Protocolo estén presentes dentro de las legislaciones, adicionalmente se pueden sancionar también como conductas penales autónomas, un ejemplo es el caso de la mendicidad con fines de explotación que contempla la legislación salvadoreña y el de adopciones irregulares para el caso de Guatemala.

· Algunos delitos como el matrimonio forzado, extracción de órganos, adopciones fraudulentas, servidumbre, matrimonio forzado, por ejemplo deben ser redactadas también de manera autónoma, como tipos penales que complementan la acción judicial y no dan oportunidad para la impunidad a los sujetos activos.

· Centrarse en la protección del bien jurídico y facilitar penalizar la totalidad de las conductas.

· En el caso de Guatemala el tipo penal lleva inmerso las finalidades, el espíritu del legislador es tomar de referencia que estas tienen una afectación directa sobre la persona, y por ende sobre los Derechos Humanos. Esta característica reviste de beneficios para los operadores que se centran en el tipo penal establecido.

· El concurso real de delitos no se puede dar si un solo tipo reviste todos los presupuestos del delito. Recomiendan independizar cada presupuesto y que se hagan especificaciones. 

· La Trata de personas es un delito de proceso continuo, un proceso de delitos, la sucesión de los hechos y las conductas intermedias carecen de autonomía propia, no se sanciona la conducta, o el resultado, es un delito de peligro. Con resultados de carácter objetivo, se conservará la autonomía de todas las conductas, de tal manera que se pueda agotar el tipo penal independiente.

· Se reconoce el vínculo entre los actores reclutadores, los que facilitan, o explotan, se tiene que entender este crimen de Trata de personas, y contar con la definición de las diversas conductas concretas. Tratantes son cualquier persona que participa en el proceso. 
· El tipo básico de la Trata de personas debe determinar claramente los alcances de cada finalidad, utilizando términos de rango amplio con el objeto de no generar interpretaciones restrictivas, y permitir la interpretación a los operadores de justicia, tomando en cuenta los preceptos o temas doctrinarios al respecto, evitando la confusión.

	· Peligroso es considerar normas abiertas, porque se podría caer en la tendencia de penalizar delitos concretos, y dejar de lado la naturaleza grave de la Trata de personas.

· Considerar la aplicación de principios jurídicos como el concurso real, concurso ideal de delitos, los delitos conexos, el principio de autonomía en cuyo caso se debe centrar en un solo delito. 

· En el caso de Costa Rica los fines están contemplados como agravantes, una técnica legislativa que consideran buena en tanto les ha permitido condenas graves. 

· Tenemos delitos de mera conducta o delitos de resultado, el primero no penalizamos el resultado, pero si se da vinculado con otro, daríamos contenido a la coautoría, están vinculados a un fin ilícito.

· Hay tipos penales más abiertos /amplios y otros más restrictivos. El de menos amplitud subsume la norma de menos impacto social. 



	Otros comentarios

	· Algunos países no han tipificado la Trata de personas en todas sus modalidades (Honduras y Panamá) las recomendaciones son útiles para prever posibles conflictos en la adecuación de sus legislaciones. En Nicaragua se encuentran en proceso de revisión para reforma, por lo que podrán tener nociones para incorporar en la práctica nacional. 

· El fin del beneficio económico debe suprimirse de las legislaciones, este presupuesto representa un obstáculo para la investigación y para la carga probatoria.

· UNODC recomienda tomar de referencia la “ley modelo contra la Trata de personas”, que puede brindar elementos a considerar y evitar confusiones. Un tema importante refiere al trabajo forzado cuyo marco ha establecido la OIT, y la consideración en las normas nacionales para reconciliar fines como el trabajo forzado.  En este ámbito, se trata de posibilitar la consideración de aspectos como la remoción de órganos y el vínculo que existe con la Trata. Asimismo, la relación de la Trata con otras legislaciones nacionales como las relativas a corrupción, lavado de activos, entre otras.

· Este debate pasa por la comprensión que debe tener un proceso penal tan complejo como la Trata de personas. Para lo cual la herramienta básica es la capacitación. Algunos países ya han seguido el rumbo de crear delitos autónomos, para cuando el proceso de Trata no se da o no puede ser probado, por lo que se puede concretar en el fin. 



	Pregunta No. 3:

Algunos países incluyen la aplicación de los medios coercitivos en el tipo penal genérico (básico) y otros en las agravaciones del delito. Desde el punto de vista de la práctica jurídica cuál es la modalidad más efectiva y ¿por qué?  

	· Algunas de las legislaciones tienen contemplado los medios coercitivos dentro del tipo penal, algunos como agravantes y otros no lo consideran.

· Se recomienda que los medios no sean parte del tipo penal, sino que se consideren dentro de las agravantes, lo que reduce el espectro para la calificación del tipo penal básico. 

· En relación al consentimiento o prueba de consentimiento hay diversos casos, lo importante es considerar que ninguna persona puede consentir ser explotada. 

· Procurar que el tipo penal no se convierta en un obstáculo que requiera una mayor exigencia probatoria, esto nos lleva a reeditar la concurrencia de algunos medios, finalidades, y verbos rectores, y trasladar los medios incluso las finalidades a las agravantes, como una ponderación discrecional de los operadores para penalizar a los sujetos activos.

· El consentimiento debe ser irrelevante, en tanto las personas no son materia de contrato, considerarlo nos colocaría en un vicio de ineficacia jurídica.

· El tratante puede ser explotador o no. La autonomía de cada uno de los fines es importante porque hay una serie de conductas que se pueden verificar en tanto se de la Trata o no. Como ejemplo el tráfico de órganos, ese tipo de conductas deben estar planteadas en tipos penales autónomos para que se pueda asumir, pero si se producen los dos delitos el concurso es viable, en este sentido también opera la proporcionalidad de las penas, hay que balancear la creación o reforma de estos tipos penales.  


	· Para El Salvador los medios comisivos particulares como las amenazas, la coacción, el uso de la fuerza vician el libre consentimiento. Con el consentimiento hay un problema grave de prueba, por otra parte, la delincuencia organizada siempre va delante de los legisladores, y son capaces de inventarse nuevos mecanismos para operar el delito. De tal manera, que estos medios no se pueden incluir en las agravantes, porque son parte de la prueba, de no ser así podrían quedar la mayoría de los casos en la impunidad.

· Los medios siempre se van a dar como parte de la conducta delictiva de las personas que cometen el delito de Trata de personas; dependiendo de las circunstancias, formas, modos o características de los hechos delictivos. 
· En  Trata de personas se considera que tanto las amenazas, el uso de la fuerza, la coacción, el rapto, fraude, y el engaño, van a ser siempre los medios alternativos utilizados por los sujetos activos para la comisión del delito, por lo tanto estos deben encontrarse inmersos dentro del tipo básico de Trata de personas.   
· La situación de vulnerabilidad también es un medio, algunas situaciones de vulnerabilidad están dentro de los tipos penales, por ello se recomienda hacer una valoración sobre la base del Protocolo y las recomendaciones interpretativas de Naciones Unidas. También debe tomarse en cuenta la condición “mutatis mutandis” entre el Protocolo y sobre trata y la Convención de Palermo para el análisis integral del contenido del Protocolo.. “Las Guías de Santiago” es otro documento por considerar, principalmente en temas de no revictimización y de protección a víctimas y testigos.  



	Otros comentarios:
	

	· Importante es tener en cuenta que ninguna persona puede consentir ser explotada. 

· Ahondar en torno al consentimiento, respecto a las personas menores de edad, en las legislaciones carecen de capacidades plenas, no tienen capacidad de goce y de obligación, las personas menores de edad están representados por quienes tienen la patria potestad, pero también hay quienes no tienen padres y entonces la pregunta es ¿quiénes los representan?, por lo que tenemos un bien jurídico tutelado ambiguo, explotar a una persona queda dentro del campo, con independencia del bien jurídico, porque el Estado no lo delega a los particulares, consecuentemente.

· UNODC llama la atención sobre el contenido y los ejemplos que sobre el consentimiento están previstos en el estudio “ley modelo contra la Trata de personas”, páginas 31 y 32. 

· En el tipo especial considerar las agravantes que aparecen contempladas en el sistema penal del país, algunas nos remiten a la participación de funcionarios públicos, cuando es contra personas menores de edad, cuando son tutores, o medie alguna relación de confianza, entre otras.

Por iniciativa de El Salvador se recomendó incluir al debate algunas aspectos relativos a:

· La reubicación del tipo penal considerando el bien jurídico protegido, en algunas legislaciones se encuentra dentro de delitos que no corresponden como: delitos contra la humanidad, otros dentro de delitos sexuales, entre otros; dado que en el proceso siempre hay que analizar la afectación al bien jurídico protegido es necesario ubicarlo en el título acorde, teniendo en cuenta que el bien jurídicamente protegido es la vida, la integridad y la libertad.  

· El consentimiento debe ser irrelevante para las legislaciones.

· Las penas, se identifica una variedad de penas en varios países de la región, especial preocupación el caso de Belice que prevé una pena leve, lo que podría facilitar la impunidad sobre la base de las discrepancias entre países, la tendencia debería ser penalizar el delito dentro de la categoría de delitos graves y hacerlas similares en la región.

· Responsabilidad de las personas jurídicas. Para el caso de El Salvador es una pena accesoria (ej. cierre de locales), en términos de sanciones en este ámbito República Dominicana es la que ha establecido parámetros más claros.

· En el caso de México si lo considera, pero acotado al aporte que realiza. No obstante, consideran que las personas jurídicas no pueden trascender a las personas físicas que hayan incurrido en delitos.

· Costa Rica se debe tomar en cuenta la cultura legislativa de cada país, una noción importante es legislar en materia de Trata de manera severa. Infiere la necesidad de voluntad para legislar en torno a la reparación civil.



	


Grupo Dos
LIMITACIONES PROCESALES ASOCIADAS A LA PERSECUSION DEL DELITO DE TdP.

PREGUNTA UNO 

Algunos operadores jurídicos y policiales consideran que en la persecución del delito de trata de personas, no hay  investigación, acusación, ni posible condena sin que medie el testimonio de la víctima.
¿Cuál es su criterio sobre investigaciones victimo-céntricas? ¿En materia de trata de personas cuáles son los recursos alternativos más importantes que se pueden utilizan en la investigación?

1. Se coincide en que las investigaciones centradas en las víctimas encaran muchas dificultades además de ofrecer pocas garantías de que los procesos lleguen a investigaciones exitosas y resoluciones condenatorias. Entre estas dificultades se destacan que las VdT están por lo general disminuidas en su capacidad para cooperar de manera eficaz con los procesos de justicia tanto como resultado de la experiencia traumática, la existencia de coacción y/o amenazas. Además en no pocas ocasiones es difícil compatibilizar los intereses y la protección de las VdT con el respeto a las garantías procesales de los imputados.

Por estas y otras razones, se concuerda que las investigaciones de caso de TdP no deben estar centradas en el testimonio de las victimas como principal elemento de prueba. Deben implementarse otros mecanismos de investigación adicionales.

2. No obstante lo anterior, se valora necesario diferenciar entre procesos de investigación centrados en las VdT - que no se recomiendan - y procesos que tienen como objetivo el respeto y la garantía del interés superior de las víctimas.

3. Se reflexiona  que en no pocas ocasiones las reformas de los tipos penales  no se acompañan de reformas procesales ajustadas a las características del delito incluyendo la disposición del tiempo para desarrollar procesos de investigación proactiva así como dar tiempo de reflexión a las VdT para su eventual cooperación con el proceso.

4. La falta general de recursos (humanos, financieros, tecnológicos) y de especialización en las unidades de investigación limita las posibilidades de desarrollo de investigaciones proactivas y la aplicación de la variedad de técnicas investigativas recomendadas, entre otros, por el Protocolo de Palermo y la ley modelo contra la TdP de UNODC.

5. Por lo anterior, es urgente que los Gobiernos destinen más recursos a la persecución de este tipo de delincuencia

Para promover las investigaciones proactivas,  se sugieren las siguientes estrategias:

· Favorecer las investigaciones proactivas en todos los casos. 

· Contemplar la declaración de la VdT como un complemento y para el fortalecimiento de las investigaciones, no como eje central.

· En las investigaciones en flagrancia los plazos procesales reducen aún mas el tiempo para preparar a las victimas que por diferentes razones no quieren rendir declaración. En esos casos deben afinarse los mecanismos o técnicas aplicadas a la investigación de casos de trata de personas. 

· Partir de las declaraciones de las VdT y de la información proporcionada por ésta para desarrollar procesos de investigación orientados al desmantelamiento de las estructuras delictivas y a la identificación de los participantes en el proceso delictivo. 

· Ampliar el perfil de la investigación relacionando los casos  con otras prácticas delictivas que podrían concurrir tales como el narcotráfico, el tráfico ilícito de  migrantes. Investigarlos como crimen organizado.

· Adicionalmente a la persecución del delito de TdP, fomentar la persecución de otros delitos conexos como el blanqueo de capitales. 

· Fortalecer la  coadyuvancia y la colaboración entre las oficinas del  MP de los países de la región.

· Cuando las VdT hayan regresado a su país de origen y deseen colaborar con el proceso, promover las declaraciones  en los consulados del país. Para hacer efectiva este recurso, en aquellos lugares donde se requiera, se deberán promover las reformas legislativas que permitan dar validez a este medio de prueba, incluyendo la posibilidad de que se utilicen medios electrónicos como las videoconferencias. También  se requeriría capacitación a personal consular acreditado.

· Considerar que la TdP es una delincuencia que no solo se asocia a crimen organizado, sino a otro tipo de redes delincuenciales e incluso actores individuales, familiares y otros.  En cualesquiera de los casos, esta situación no debe ser obstáculo se puedan promover la aplicación de las técnicas de investigación creadas combatir el crimen organizado.

PREGUNTA DOS

En la práctica y con pequeñas salvedades, la reparación civil para las víctimas de trata en el proceso penal es una mera ilusión. La sentencia establece una condena, si la hay, en abstracto (sin rubros definidos) que requiere un nuevo proceso para que la víctima pueda reclamar indemnización en vía civil. Aunado a esto, debe considerarse si el condenado tiene recursos para pagar. Otra modalidad condena al imputado (ada) al pago de multas, sin que se considere si tiene recursos para hacerlo. Determine una posible alternativa para mejorar la posibilidad de reparación del daño orientada a la víctima del delito de trata de personas.

¿Consideran que en la práctica, el anticipo de prueba o prueba anticipada orientada a recibir el testimonio de la víctima-testigo con las mismas formalidades pero previo al juicio, es un instrumento indispensable en el procesamiento de los casos de trata de personas? Si o no y ¿por qué? ¿Cuáles son los problemas de ejecución de este instrumento procesal y ¿cómo se puede mejorar su efectividad? 

1) Como punto de partida, se considera que la asistencia y la protección de las VdT  no  debe esperar a la  declaratoria de una sentencia de reparación del daño.

2) Entre las dificultades encontradas para hacer efectiva la reparación del daño se identificaron: a) muy pocas sentencias incluyen la reparación del daño; b) algunas sentencias que sí la incluyen son abstractas y requieren de un proceso posterior en vía civil  o sede penal para intentar lograr un resultado positivo. c) la mayoría de las VdT no se constituyen en querellantes de los procesos,; d) en muchos países los actores civiles son agentes privados que no siempre defienden de manera apropiada los intereses de las VdT, e) El imputado o imputados no tienen recursos propios.  

3) Para promover una mayor eficacia en la reparación del daño a las VdT se sugiere:

· Fomentar la reparación integral del daño.

· Correlacionar otros institutos como el decomiso y el aseguramiento de bienes o la prelación de derechos.

· Definir prioridad cuando se trata de personas morales para efectos de la reparación.

· Promover – en aquellos países que no lo contemplen - que sean las fiscalias quienes representen civilmente a las VdT, mediante posibilidades de delegación establecida por ley,  y la adecuada dotación de recursos a estas dependencias para que puedan hacer frente a esta ampliación de sus funciones como un medio para evitar la obligada presencia de un/a representante civil privado.

· Promover una mayor cooperación nacional e  internacional para el decomiso de bienes de los delincuentes.

· Adecuar las normativas nacionales a lo que dice el Protocolo de Palermo en materia de reparación del daño.

· Legislar en materia del derecho de repetir del Estado, es decir que el Estado pueda cobrarle al imputado la asistencia a las víctimas.

· Considerar la creación de la figura del actuario o perito matemático que contribuya a la cuantificación del daño.

· Promover la creación de un fondo para la asistencia a las VdT desde el momento de su identificación que incluya – entre otros – los recursos provenientes del decomiso de los bienes a los tratantes.

PREGUNTA TRES

¿Consideran que en la práctica, el anticipo de prueba o prueba anticipada orientada a recibir el testimonio de la víctima-testigo con las mismas formalidades pero previo al juicio, es un instrumento indispensable en el procesamiento de los casos de trata de personas? Si o no y ¿por qué? ¿Cuáles son los problemas de ejecución de este instrumento procesal y ¿cómo se puede mejorar su efectividad? 

1)
El mecanismo de anticipo de prueba  es un instrumento indispensable en los casos de TdP cuando las mismas accedan a denunciar, sobre todo cuando se refiere a personas extranjeras, menores de edad y otras en condiciones especiales de vulnerabilidad.

2)
En otras razones, el anticipo es un mecanismo para asegurar la prueba frente a las posibilidades de retractación por parte de la VdT, las amenazas por parte de los tratantes, etc.

Es también un mecanismo para desvincular a las VdT de los procesos penales en los cuales la mayoría no desea participar, garantizando su protección y retorno en caso necesario, y como medio para que la investigación pueda continuar de oficio.

3)
La eficaz aplicación  de este medio de prueba requiere de una amplia capacitación de los jueces y juezas y otros aplicadores de justicia.

GRUPO 3. 

Avances y limitantes en la protección integral de VdT, testigos y otras personas  intervinientes en el proceso: ¿cómo pasar de las palabras a los hechos?

Se comenzó con una introducción y orientación por parte del moderador sobre la dinámica y temática a seguir:

PRIMERA REFLEXIÓN

Acerca de si la situación de protección o asistencia a las víctimas dependen de si ellas colaboran o no en el proceso judicial. 

Para ello el grupo partió de una consideración real: en algunas legislaciones ocurre que el testigo o víctima deben de ser necesariamente un sujeto procesal, que deben rendir algún tipo de declaración obligatoria y bajo esa participación es que se vuelven además sujetos de protección. De alguna manera ello crea inseguridad en la víctima porque sabe que no recibirá protección si no colabora. Se invitó a los presentes a reflexionar si ello es así en cada país.

Se hace la distinción que por supuesto que al existir una denuncia, la víctima se convierte en sujeto procesal, pero ello no necesariamente es así cuando no exista la denuncia. Se expuso que en la mayoría de países representados en la mesa no se considera el apoyo o protección para víctimas que no sean sujetos procesales, ya que la mayoría de legislaciones se han elaborado sobre la base de una especie de cooperación que brinda la víctima a la investigación, entendiendo que esa colaboración consiste en su testimonio y/o denuncia. 

En Costa Rica y El Salvador por ejemplo, es causa de exclusión de los programas de protección la no colaboración de la víctima con las autoridades, aunque en Costa Rica se añada el calificativo de una negativa injustificada de la víctima. En República Dominicana la protección a las víctimas de trata está contemplada en su legislación, pero no existe una alusión clara a si la ley se refiere a  víctimas que testificarán judicialmente o no. En México no existen tampoco medidas  de protección para las víctimas no denunciantes, aunque los organismos intentan algunos mecanismos de protección. Lo que sí tiene la legislación mexicana son las medidas de emergencia, pero referidas a las víctimas que son sujetos procesales.

La excepción es Guatemala, cuya legislación si tiene prevista la protección para las víctimas, independientemente si van a declarar en juicio o no. Es más, un comité especializado evalúa la situación y a la víctima de cada caso que se somete para protección y puede recomendarle que no declare, independientemente del rumbo que lleve el proceso judicial. También se señaló que en un grupo muy reducido de casos, el gobierno de Canadá apoyó albergando a testigos en su territorio para que pudieran rendir su testimonio, aunque ello no fue en un caso de Trata de Personas, sino con ocasión de otro delito.   

Por otra parte, los países –a excepción de México— tienen leyes de protección de víctimas y testigos y en el caso de República Dominicana se tiene un apartado especial en la ley que regula la Trata de Personas, siendo la única legislación especial propia para este delito. Los demás que cuentan con normativa de protección, la refieren de manera general, para víctimas y testigos de cualquier delito.

Resaltó también el hecho del constante y permanente apoyo que las autoridades solicitan a instituciones de la sociedad civil. En muchos casos se busca el apoyo de ONG para poder atender a las víctimas, ya sean éstas sujetos procesales o no. Ello de alguna manera evidencia que las autoridades están conscientes de la problemática y buscan una alternativa positiva para las personas victimizadas. 

Por otra parte, se tiene que pese a la existencia de leyes de protección de víctimas y testigos en muchos países, los mecanismos y logística de protección son escasos, debido sobre todo a la carencia de recursos, ello vuelve a los programas de protección en débiles, incompletos y ello por supuesto que genera problemas de credibilidad y acrecienta el temor para denunciar los hechos. No hay condiciones apropiadas para la protección, ni a nivel de seguridad, mucho menos en otros ámbitos de atención integral. 

 En los casos de El Salvador y Panamá incluso existe una tendencia a tener un mayor número de casos de protección de testigos que de víctimas y en el caso panameño las víctimas que más se protegen son de hechos relacionados a la violencia intrafamiliar. 

En virtud de todo lo anterior se plantean como alternativas para enfrentar estos desafíos los siguientes:

· Hay que fortalecer y dotar de recursos a los programas ya existentes de protección para víctimas.  

· Hay que tener programas estatales orientados a atender también a las víctimas que no deseen colaborar con las autoridades y apoyarles por razones humanitarias, no por interés procesal de ganar un caso.

· Continuar y profundizar los vínculos con ONG que puedan brindar apoyo en los casos que el Estado no pueda cubrir las necesidades de protección.

· Para el asunto presupuestario, que para el grupo resultó ser el problema principal para una adecuada protección se planteó como alternativa que se intente incluir a la protección para víctimas y testigos como un destino de los fondos provenientes de incautaciones de bienes a los tratantes de personas o a otras formas delictivas. Ya existen experiencias de este tipo de legislación, principalmente en Costa Rica y Nicaragua. Pero también se sugirió la creación de un fondo inicial estatal para esta atención y protección de víctimas y que el mismo se vea fortalecido por los bienes provenientes de incautaciones, pero no esperar a las incautaciones para destinar un presupuesto para atender el problema.

· Debe también planificarse una estrategia clara en la que la atención de las víctimas sea una parte importante en las políticas del Estado, para que se dificulte menos la consecución de algunos recursos.    

· Debe aprovecharse que este delito se puede perseguir de oficio y por tanto promoverse la investigación proactiva en lugar de la investigación “victimocéntrica”, ello reduciría el número de personas víctimas que necesiten protección. 

SEGUNDA REFLEXIÓN: 

Los testigos se protegen y las víctimas únicamente se asisten o atienden: en materia de trata de personas, ¿es esta una afirmación correcta? Determine y desarrolle  3 aspectos importantes que reducen o eliminan la efectividad de un programa de  protección de víctimas y testigos, cómo resolverlos desde el plano jurídico operacional??

En muchos casos las víctimas deben ser protegidas además de asistidas o atendidas y en el delito de Trata de Personas se da esa situación. Esta reflexión está íntimamente ligada a la anterior, por lo que las propuestas siempre giran en torno a buscar: la existencia de leyes y mecanismos de protección para los países que no la tienen, el funcionamiento óptimo de las leyes y mecanismos que ya existen, pero se advierte que el problema sigue siendo presupuestario pues las leyes quedan bonitas en el papel, pero no en la práctica. 

Podría intentarse legislar en la materia indicando de manera taxativa de cuáles impuestos se obtendrán los fondos para la protección de víctimas y testigos. Hay ya alguna referencia a este tópico en Costa Rica, aunque en la concreción y cumplimiento sigue observando problemas. 

En el caso de los testigos también se plantean algunas alternativas para reducir los costos de su protección: utilización de la protección procesal de no revelar la identidad del testigo durante todo el juicio, ya que ello podría reducir la necesidad de utilizar otros medios de protección que impliquen gastos de manutención.  

TERCERA REFLEXIÓN

Las víctimas o testigos de TdP, colaboren o no , requieren de medidas de protección especiales que deben incluirse en disposiciones normativas específicas ¿es correcta esta afirmación?

Cite 5 posibles medidas especiales que diferencia a las víctimas y o testigos de trata de personas.

Hubo dos tipos de valoraciones en esta reflexión:

La primera relativa a si es necesario tener o dotar de medidas especiales a las víctimas o testigos del delito de Trata de Personas. Sobre ello se expresó que no es necesario tener esa diferenciación, sino más bien tener medidas integrales de protección que puedan ser útiles para las víctimas y testigos de trata así como a testigos y víctimas de otro delito. Además de integrales, deben ser eficaces y oportunas.  

La otra valoración se hizo afirmando que la diferencia que sí debe operar es la que tiene que ver con la forma de asistir o proteger a una persona tomando en cuenta si ella es testigo y/o víctima, pues ambos no son lo mismo, tienen diferente contexto, diferente rol y por ende diferente tratamiento. El testigo es más sujeto de protección y la víctima más de atención, pero en el caso de trata la víctima podrá requerir muchas veces también la protección. 

El testigo declara en el juicio y la víctima no siempre lo hará, pero siempre amerita de protección y atención. Un asunto que a veces dificulta estas distinciones es la tendencia a colocar en la misma ley la protección a ambas figuras, quizás porque a veces la víctima también testifica, pero ello tiende a veces a disipar la atención hacia la víctima, a la  que se confunde con el testigo o se le trata legalmente –en  materia de protección—  de manera indistinta a aquél.  

En muchos casos los testigos protegidos forman parte de los grupos criminales a los que delatan y pese a ello existe la posibilidad que estén en los mismos albergues o lugares que las víctimas protegidas. Los testigos protegidos, máxime en estos casos requieren de condiciones de seguridad y control muy diferentes a las que requiere una víctima, sobre todo en delitos como el de trata de personas. 

CUARTA REFLEXIÓN 

De acuerdo al concepto de víctima, la víctima directa puede trae víctimas secundarias: parientes, etc. Cómo manejar estos elementos dentro de un programa de protección de víctimas y testigos.

Se manifestó por parte de los participantes que es obvio que en muchos casos la atención y protección sólo de la víctima resulta infructuosa, pues la situación de vulnerabilidad se extendió naturalmente a sus allegados.

Sin embargo aunque ello es cierto, se tiene que si ni siquiera se ha podido atender dignamente a las víctimas directas, es ilusorio pensar en la tención a grupos de víctimas indirectas sin tener recursos. En consecuencia tenemos que no hay protección real si no se consideran a los parientes, pero tampoco se está cumpliendo con la protección a la víctima directa en la mayoría de los casos. 

Un aporte podría ser, además de los ya mencionados de investigaciones proactivas y de protección de identidad de víctimas y testigos, el que las autoridades no brinden información de los casos a los medios de comunicación: no dar nombres de víctimas, no dar información sobre avances de investigaciones, para arriesgar lo menos posible a los más vulnerables: las víctimas directas, pero también sus parientes. 

Lamentablemente una cosa es clara: sin dinero nada es posible, sólo son buenas intenciones. 

GRUPO 4

 LEYES ESPECÍFICAS O REFORMAS NORMATIVAS PARCIALES

1.
Áreas o materias del derecho en que deben realizarse las reformas más importantes. (2 disposiciones en al menos cuatro materias jurídicas diferentes a la penal.

· Educativa (para promover una línea de trabajo en prevención  y promoción permanente coordinada con otros entes por ejemplo el policial, para elevar los niveles de cobertura gratuita a la educación a fin de reducir causas de vulnerabilidad, ).

· Migratoria (crear un estatus migratorio especial para las victimas o testigos de casos de TP extranjeros que incluya asistencia migratoria, en la que se tome en cuenta la determinación del interés superior de la victima, posibilidad de residencia temporal o definitiva, incluida la protección internacional como lo es el refugio o asilo., trascender de la repatriación como única opción para las victimas de TP y considerar otros mecanismos de protección, por ejemplo el país de tercera opción. (Se cita el ejemplo de CR en que se crea un Equipo de Respuesta Inmediata que decide medidas integrales de urgencia en atención a razones humanitarias, se concede un tiempo de reflexión a la victima y tiene la posibilidad de quedarse en el país) 

· Laboral. Crear las oportunidades de trabajo para la víctima de trata nacional o extranjera como parte del proceso de reintegración social.

· Asistencia social y servicios de salud: Facilitar el acceso a los servicios de salud a corto, mediano y largo plazo de acuerdo a la situación física y sicológica de la víctima y a la asistencia social.

· Derechos indígenas. Incluir los derechos de grupos indígenas por su especificidad étnica y cultural. Sin embargo, el grupo en pleno sugiere que se incluyan también otros grupos vulnerables y no solamente indígenas (cada país deberá adaptar lo procedente en sus contextos respectivos).

Además de la normativa es importante crear mecanismos de garantía de los derechos o tratamientos especiales que determinan ya algunas legislaciones.

En todo caso lo que se requiere es una ley integral y no solo reformas parciales, pues es desde la ley especial que se crea el andamiaje para un abordaje integral.

2.
Basta con reprimir el delito en el CP y algunas disposiciones que garanticen el estado migratorio de la victima y los mecanismos de repatriación?
En criterio del grupo en pleno, debería ser una ley especial integral, no solo hacer reformas parciales considerando que no solo hay victimas extranjeras sino también nacionales, igualmente no solo se da la modalidad de explotación sexual sino coexisten otras modalidades. 

La legislación especial debe ser integral y considerarse no solo en atención a las victimas, sino también a sus grupos familiares. 

Primero debe garantizarse que se cumplan las leyes existentes (crear una institución garante) y luego proceder a la creación de nuevas. Una legislación debe tener como condición previa conocer el fenómeno y establecer consensos sobre su comprensión en la región a fin de homogenizar, y luego tener la proyección de permear en todo el entramado de operadores de la misma.

3. Leyes especiales. Tres debilidades más importantes y tres fortalezas. 

Debilidades:

· Heterogeneidad de leyes especiales que cohabitan en un mismo territorio nacional (caso México).

· No hay presupuesto que viabilice la aplicación plena de lo que se establece en las leyes, por ejemplo el establecimiento de albergues especiales.

· Se crearon las leyes especiales pero no se capacitó a los que operarían las mismas.

· No se dota de recursos para la protección de victimas y testigos pese a que esta determinado en la ley.

Fortalezas:

· La sola existencia de la ley es una fortaleza.

· Permite diferenciar la trata del tráfico y contienen definiciones amplias de trata.

· Permite una correcta aplicación de condenas.

· El énfasis deja de ser la modalidad de explotación sexual y abarca otras modalidades.

· No solo tipifica el delito sino establece entes rectores generadores de políticas y programas y órganos ejecutores, generando sinergias y entramados que facilitan la respuesta.

· Uniforma abordajes a circunstancias concretas: que y quien determina la calidad de victima, separa victimas de testigos  y establece tratamientos diferentes, situación de apátridas, por ejemplo.

· Tienen régimen de bienes, incluido decomiso (sin embargo no se especifica su destino o en todo caso, la reparación del daño a la victima no ocupa lugar prioritario en la lista de destinatarios).

· Prevé cuestiones de protección a largo plazo.

Aportes del pleno:

· Incluir aspectos procesales.

· Promover la ratificación de tratados o convenios de asistencia mutua para establecer intercambios en materia de protección de victimas. Esto vinculado a facilitar la extradición e intercambio de información financiera.

· Se hace referencia a que existe un convenio de cooperación centroamericano, que no ha sido ratificado por todos los países. Además se aclara que por medio del Protocolo de Palermo se pueden facilitar estos mecanismos de cooperación.

· A través de la comisión de jefes de policia de CA y el Caribe ya se realizan estos procesos de cooperación. 

4. Aspectos esenciales de un proyecto de ley especial.

· Delito y su punibilidad / técnicas especiales de investigación (anticipos de prueba, agente encubierto, etc) Las que pueden incorporarse en la ley o solo vincularse con legislaciones preexistentes sobre delincuencia organizada.

· Definiciones de los contenidos del tipo penal (fuentes de interpretación, figuras de protección humanitaria incluyendo la salvaguarda en cuestiones de asilo).

· Política pública (ente rector, coordinación interinstitucional y que contenga los ejes que hagan efectiva la ley: Prevención, Protección, Persecución, Punición, Promoción y Atención que incluye Rehabilitación, reinserción y reparación).

· Cumplimiento (perfiles, capacitación y controles de confianza).

· Recursos (como gestionarlos y administrarlos)

· Enfoques: Derechos Humanos de las Victimas.

Aportes del pleno:

· Determinar el destino de los bienes del tratante. Explicitarlo en la ley especial, sin embargo se aclara que ya Palermo lo contiene desarrollado.

· La parte procesal debe ser amplia y resolver el tema del intercambio de información y extradición.

· Debe dejarse explicitado el bien jurídico tutelado y la imprescriptibilidad del delito.

· En la punibilidad incorporar la persecución oficiosa.

· Armonizar los instrumentos internacionales, incluyendo las directrices y convenios.

· En el enfoque de derechos humanos, para efectos de visibilizar otros enfoques se puede mencionar genero y niñez (y en algunos países enfoque de multiculturalidad).
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